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I. PTANTEAMIENTo

Los vasallos de la monarquía hispano-indiana no se encontraban desampara-
dos frente a las actuaciones de sus gobernantes, ni menos entregados al
arbitrio de sus agentes. En esta materia de los derechos políticos, los vasallos
eran titulares del llamado derecho al buen gobierno que podfan exigir, como
deber que era del monarca, a los titula¡es de olicios reales de gobernación y
que incluso les habilitaba para deponer al tiranq que precisamente era el
mal gobernante, derecho que fue ejercido es más de una oportunidad, como
cuando al grito de hva el rey, nuera el mal gobiemo, el cabildo de Concep
ción depuso al gobernador Antonio de Acuña y Cabrera.

La rebelión contta el mal gobernatrt€ era una medida desesperada, pues
los vasallos disponían de diversos recursos para obtener de sus gobernantes
el buen gobierno. Uno de estos recursos para obtenerlo era el de apelación a
las reales audiencias de las providencias decretadas por los virreyes o gober-
nadores en materias de gobierno, de modo tal, que toda persona que se sen-
tía agraüada por una decisión gubernativa podía ocurrir ante la audiencia
para que esta reparara el abuso.

La apelación gubernativa constituyo el más eficaz remedio para proteger
los derechos de la persona en el Estado Indiano frente a la actuación de los
gobernantes. Así se recurrió a ella por los vasallos para reclamar por priva-

Ponencia p¡esentada en la XXII JoÍiada de Derecho Público ql¡€ tuvo lugar cn novicn¡b¡c
de 1991 o¡ganizada por la Facultad de Derecho dc la Uri!'crsidad C¿tólica de Valparaíso.
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ciones de mercedes y oñcioq por imposición de contribuciones, por inpedir
la libertad de los cabildos, etc.

Fue tal la importancia de esta institución que desde principios del siglo

XVII, diversos juristas se ocuparon de ella. En efecto, en 1632, Gaspar de

Escalona y Agüero, que fuera oidor de la audie¡cia de Santiago, por encargo

del virrey del Perú Conde de Chi¡chón, reücró vr Infome sobe hs aPela'

ciones d¿ el Supcriü Gobiemo a bs Reoles Auüenciasi y ya algunos arios

antes el oidor de la audiencia de Pananá, Francisco Ca¡rasco del Saz le

habfu dedicado dos párrafos del primer übro de su Tructatus de Ctsibus

Cwia¿.2
De la segunda mitad del siglo XVIII se conocen dos informes destinados

a trata¡ de esta materia. El primero de ellos fue ¡edactado por un jurista

anónino en el virreinato de Buenos Aires hacia 1776,' y el segundo, que

ahora doy a conocer, fue escrito en Lima en l778,por un letrado que aún no

he podido identificar, a petición de virrey Guirior.'
En los últimos años esta i¡stitución ha sido tratada, aunque sólo parcial-

mente, por Mario- Góngora,) Gustavo Viüapalos,o Ismael Sánchez Bella' y

Eduardo Martiré.Ü Tanto Góngora como Villapalos limitan su estudio a los

siglos XVI y XVII con cierta preferencia por su regulaciÓn legislativa; Sán-

chez Bella profundiza la cuestión durante el siglo XVII y principios del

XVIII, y finalmente Ma¡tiré analiza el precitado dictamen anónimo de la

segunda mitad del siglo XVIU.

1 Esc¡r-o¡,r v Acúe¡.o , c,asp']¡ dc, tnlotme sobre kB apelac¡ones de el Supeñot Cobiemo a las

Reat¿t Audizncias, c¡ A¡ch¡vo Nacional Fondo Anliguo (ANFA ). vol.3, pza 5. otra copia en

Archivo Nacional Fondo Va¡ios (ANFV.) vol. 8E?, fs. 58{? vta. Bajo el tínllo óe Trutado de las

ap.t^cion s d¿t gobieño del Poú, fnc Public¡do cn R¿vür¿ del Archivo Nacionol del Peú,2'
Iht¡ú',1921.

2 C¡¡¡¡sco ost SAz, Fra llcillja,Troctaut de castbr¡J c¡¿¡i¿¿, Madrid, 1630.

3 En Mearnq Eduard o, El rccurso de apeloción conta las dec¡s¡ones det virrey o prctidenrc de

las ar¿iencias de Indias a nnes de lo época hitPánica (180ó), en Erñrturu' gobiemo y ogentes

d¿ ddtrhítta.ión en la Añ&icd etpdñola (Siglos Xy|, xWL WIII), valladolid, '1 4' W, J47-
359.

Mackcrna, \ol. l, pza. 18, ts. 219-7fl.

5 
Coxc,ore, Mario, El Estado ¿n el Derecho India@, Santi¿go, 1951.

ó v¡r:-¡rel¡s, Gust¡uo , Los recursos ei ,naaetil odm¡rtit¡.ativa en Indias, cn Anuaño de Histo'
da.t t Da?ctú Er,añol (AHDE), )(LVl, Madrid, l9ó.

? Sr¡.¡cx¡z B¡r¡¡, lsña.|, lat audi¿rrciat y el gobiemo de las IndiLt (siglo Xvl t XwI), en

R^,ira & Esntdios HirtuicoJutldkos (REHJ.), , v¡lp¿ralso, 19t.

8 
r.rernnE, Edosrdo, 1n. r¡,
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Para el caso del reino de Chile y los inicios de la rephblica existen los tra-
bajos de Javier Barrientos Grandón,e que se refiere a la aplicación de la
apelación gubernativa en el reino de Ciile, y de Bernardinó Bravo Lira,1o
que trata del Constitucionalismo y la protección de los gobernados frente a

Ios gobernantes en el caso de Chile.
Este artlculo pretende aportar al conocimiento de la apelación en materia

gubernativa, a través del análisis de algunos casos planteados en la audiencia
de Chile durante los siglos XVII, XVIII y principios del XlX, como asimismo
de su evolución y desapariclón durante los primeros años de la república.

II. ORIGEN y EvoLUCroN DE r.A ApElAcroN
EN MATERIAS DE COBIERNO

Nada decían las Ordenanz¡s de audiencias india¡as ace_¡ca de la posibilidad
de apelar de las providencias gubernativas ante ellas.rr Sin embargo, pc.rr

carta del 9 de febrero de 1533 de la audiencia de Nueva España al monarca
se sabe que se habían interpuesto apelaciones ante ella por los agraviados
con la tasa del tributo de encomienda, pero sin que dicho recurso suspcn-
diere el cumplimiento de la tasa.12 Algo iimilar se había practicado en Chile
en 154ó cuando el gobernador Ped¡o de Valdiüa había disminuido el número
de encomende¡os de Santiago con la promesa de remunerar a los despojados
en el sur de la gobernación, pero éstos, no conformes con dicha decisión,
apelaron de ella para ante la real audiencia de Lima. sin que por ello se sus-
pendiera el efeclo de Ia reforma de las encomiendas.rJ Un caso semejante
refiere el pacificador La Gasca en ca¡ta del 8 de noviemb¡e de 1549,14 donde
explica que, habiendo prohibido efrae¡ indios de la ciudad del Cuzco para
t¡asladarlos a las minas de Potosí, los vecinos de aquella ciudad habían ape-
lado a la audiencia y, no obstant€ ello, no se había sob¡eseído en el cumpli-
miento de la prohibición, procedimiento que fue aprobado por una real
cédula de 1ó de julio de 1550, cuyo tenor es el siguiente:

9 B¡¡ntcvros Gne¡oo N, !a\1er, IÁ apetación ¿n n ateia d¿ gob¡ertp y su aplicació ¿n la rc¿l
audiencid de CNle, e¡ Revista Chilena de Hktoria del Derccho (RChHD.), 1ó, Santiago, 1992.

10 Bn r.ro Ltne, B.rn^ róino, Constitucionol¡eno y protección judicial de los gobernados J¡ente a
los gobentantcs en lbetuamér¡ca (Caso Chile), en RChHD., 16, Santiago, 1992.

7l Ni las (rdenanzas det Jutgodo y Audiencia de La E$nñola de 7517, ni las Ordatanzos anti-
guas de 1 52E, retúadas en 1510, ni l^s Oúena¡t2at nuesas 4c 1563.

12 
C-¿¡ta de la audiencia de Nucv¿ España al rey, 9-2-1533, en PAso y TRoNcoso, F-, ¿?¡irol¿-

io de Nuá,o Espoña, 1505-,¡E 8, (1ó vols.), Mé¡ico, 1939, vol. 3, p. 24.

13 Cot""rión d¿ Do<umen@t Inédiros paru ta Histotia de Ctu¿e (CDIHCH.) 1¡ slrie, T. XfV,
Santiago, 18 , pp.232 &s.

14 
C-ana dc l¡ Gasc¡ al ¡cy, Lima, &Xt-1549, en l-E\aulE¡! Roberto, Gobeñantet det P¿ru.

Cofas y papeles iglo XVI., (14 vols.), Madrid, 197-1926, v!il. l, p. 2n.
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'l,a Ordenanza que hicisteis sobre la presentación de las apelaciones
que pa¡a esa Audiencia se interponen y €n traslado del manda-
miento que disteis para el Cuzco y otros pueblos sobre que no se
saca¡en de sus natu¡alezas e casas a los indios que enviásteis, se res-
cibió en el dicho nuestro Consejo, y €stá bien lo que decís, que no
embargante que apelaron de ella algunas personas que se pres€nta-
ron en esa Audiencia se guarde el dicho mandamiento y se haga en
todo lo que se debe al servicio de Dios nuestro Señor y del cargo de
nuestra Real conciencia y conservación de los naturales de esa tierra
y asf proveereis que se continúe".15

El criterio esbozado en esta carta real, según el cual las apelacioncs que
se interpusieren contra los decretos del gobernante no impedirían su ejecu-
ción fue confi¡mado por una real édula fechada en Madrid el 5 de junio de
1552, despachada al virrey de la Nueva España, Luis de Velasco, por la que
se mandó:

'Que en las cosas que proveyere y ordenare el dicho Visorrey don
Luys de Velasco para el buen gobierno de aquella tierra, ansí en
mandar quitar algunas estancias de ganados, como sobre mode¡ar la
cantidad que dello ha de aver, y hazrr pagar daños, y hazer Orde-
naDz¿s, que parezcan convenientes para el buen gobierno, se execute
lo que ordenare y proveyere, aunque s€ apele dello por las partes a
quien tocare, y le s€a otorgado por él la apelación para la audiencia
real de la dicha Nueva España, porque üsto el negocio por la dicha
audiencia, se hará y determinará en ello lo que sea justicia, y entre-
tanto es bien que se guarda, cumpla y execute Io que el dicho Viso-
rrey proveyere, y en las otras cosas de gobernación que él hiciere y
proveyere mandamos que no se baga novedad de lo que se hazía en
tiempo del Visorrey don Antonio de Mendoza".ló

Asl pues, el año 1552 en la Nueva España apareció la apelación a la
audiencia de las providencias dictadas por el ürrey €n cosas tocantes a la
nueva gobernación, la que se consolidó durante la segunda mitad del siglo
XVI en medio de frecuentes disputas y competencias entre audi€ncias y
virreyes por defender sus fueros supuestamente lesionados con el ejercicio
abusivo de las facultades de unos y otros en este asunto.

Cados V y el príncipe Felipe por una real édula despachada en Vallado-
lid el 18 de diciembre de 1553, recogida en la Recopilación l7 esrablecie¡on

Ú Cit. Esc¡to¡¡ yAcúERo, Casprr, (n.l), fs. 130 vra.

GNJ-o, 1lJfon.o, Cedulario In¿iano,Maófld,1945-194ó, lot. ll, fol. l1O.

l7 
n-I. 2.15.35.
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mn carácter generd la apelación a la audiencia de los autos o determinacio_
nes_-que por vfa de gobierno proveían los virreyes o presidentes, sin que estos
pudieran innpedirla, ni halla¡se pr€sentes a la vista y determinación de ellas.
Por otra cédula datada en Madrid el 15 de febrero de 1566 se declaró que las
apelaciones de los decretos del goberuador del distrito de la audiencia de
Quito no se lleva¡ían a esa audiencia, sino que a la de Lima.l8 Esta cédula
fue confirmada y ampliada por otra de 15 de febrero de 1567 dirigida al
ürrey del Perú, Ia que en opinión de Escalona y Agüe ro dio forma al recurso.
Su texto es el que sigue:

"El_Rey. Por quanto por nos está ma¡dado y ordenado que el
govierno de las Provincias del perú lo tenga el licenciado Castro de
nuestro Consejo de las Indias, y nuestro presidente de la nuestra
Audiencia Real de la ciudad de los Reyes, y que él solo provea los
negocios y cosas tocantes a la governación de las dichas provincias,
según y de la manera que lo han hecho las otras personas que en
nuestro ¡ombre las han governado, y porque podría ser de lo que el
dicho Licenciado Castro proveyere, en lo tocante a dicha governa_
ción, algunas personas pretendiesen ser agraviados, y po, ,ro est",
dada orden en lo que en semejantes casos se ha de hazer, no alcan-
zassen justicia. Por ende por la presenté queriendo quitar toda duda,
y proveer de manera que nuestros súMitos y personas que residen
en las dichas provincias alcancen justicia, fue acordado que debía de
mandar dar esta mi cédula en la dicha razón, e nos tovimoslo p,or
bien: por la qual declaramos y mandamos que c¿da y quando que de
las cosas se proveyera y ordenare por vía de goüerno en hs áichas
provincias de Perú, así el dicho Licenciado Castro, como la persona
que después del tuüere en nuestro nombre el govierno deias, assi
en el distrito de la dicha audiencia de los Reyes como fuera del. En
lo de las dichas audiencias de La plata y euito, e a.lguna o algunas
personas se sintieren y pretendieren estar agraviados, y sobre ello
quisieren pedir su justicia: es nuestra voluntad que lo hagan, y ocu-
rran sobre el tal agravio a la dicha audiencia de los Reyes, donde
está ordenado que resida el nuestro governador, y no a otra ninguna
de las dichas audiencias de la Plata y euito, aunque el agraüo que
alegaren aver recibido se aya hecho en el distrito de ellas: por
quanto nuestra voluntad es, que de los dichos casos se conozca
solamente en la dicha audiencia de los Reyes, y no en otra ninguna,
y que en ella se liaga justicia conforme a lo que por cédulas y provi-
siones nuestras está ordenado, con que a la üsta y determinación de
las dicias causas no se puede hallar ni halle presente el governador,
de quien las tales personas se agraviaren, si no que se abstengan
dellas, y mandamos que al que ansí tuviere el gobierno de las dichas

18 
ENcrNe.s, Diego dc, (n. ló), vot. II, fot. 246.
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provincias del Perú, y a los nuestros prcsidentes y Oydores de las
dichas nuestras auüencias de los Reyas y la Plata y Quito, que guar-
den y culplan esta mi édula y lo en ella contenido, y contra el
tenor y forrna dello no vayaa ni pascn, ni consientan yr ny passar en
manera alguna: y porque lo suso dicho sea público y notorio a todos,
y ninguno dellos pueda pretender ignoranci4 mandamos quo esta
nuest¡a cédula sea pregonada en la ciudad de los Reyes por prego-
nero, y ante escrivano público. Fecha en Madrid a quinze de
Hebrerq de nil y quinientos y scsenta y siete años. Yo el rey. por
manüdo de su Magestad Francisco de Eraso. Señalada del Con-
sejo'.¡9

Esta cédula fue reiterada literalmente al virrey de la Nueva España, Mar-
tln Enrlquez, por otra del 1ó de junio de 1572, en la que se manüba que de
las apelaciones gubernativas debía conocer la audiencia de México, tanto
respecto de aquellas providencias relativas a la gobernación de su distrito
como al de la audiencia de Nueva Galicia, en la que rambién gobernaba el
virrey, inhili6¡dsss de su conociniento a éste rribunal.a

El objeto de este recursq según la édula de 1567, era que los súbditos y
penonas que residen en hs dichas provincias alcancen justicia cuando se sin-
tieren y pretenüeren estat agaviad,os d,e las cosas que prcveyere y ordenare por
vla de gobíemo el w¡tey o gobernador. Queda claro, pues, del texto de la le¡
que en estos casos se está en presencia de un asunto de justici4 que como tal
era entregado al conociniento de la real audiencia, en cuanto este tribunal
ejercl4 como vic¿¡io del monarca y regis penonom representante, el deber
propio del Príncipe para con su pueblo de mantenerlo en justicia y en paz. y
ello ¡rorque el caso que primitivamente era gubernativo derivaba en de justi-
cia al haber agravio de parte, como lo defendía expresamente Escalona y
Agiiero al decir que no es esta ¡¿Joluc ión exquisita ni sotbitante de la regla y
condiciones dz Audienciq pues habiendo parte agraviada, el negocio que ya
fue de gobiemo, alterado por las cirtunstancias agrcvantes de que le nudan la
especie y pasa ataso de justicia y derecho contencioso en que haya bqstqnte
blanco que xapar en el insñtuto de la¡ Auüencias.con jurktlicciórt pivotiva.2l
Este criterio fue aceptado más tarde por la misma legislación, así una real
édula despachada en Madrid el I de octubre de L624, que se halla recopi-
lada, dispuso quei En las materias de gobiemo, que se reducen a justicia entre
pañes, de lo que los prcsidentes proveye-retr si las paaes apeloren, han de odnti-
tirse las apelsciones a sus Audiencias,¿¿

t9 
lbidem, vol. tt, fot. 249.

m 
¡bidcñ, vol. II, fol. 244.

21 Esctox¡ y Aoü¡no, caspar de, (n.l), fs. 0.

D ¡it.z.ts.v.
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23 vid" B^"^,r,.r-s CRANDoN, Jaüer, (n. 9).

z 
R.t. z.ts.:o.

r r.r. z.rs.:8.

2ó Mern¡.r^" R ..r, h^n !&, El ñotutisto filot¿lico d¡nerkono, o el cotúetot imparciol i,r.-
taido en lat obligac¡ones de su ministeño,liña, 1E19, \ot. 2, p.506.

27 vid" qn.23'¡.

4 
Todas cstas rcalcs édulas cn BARRTENToS cR^NDoN, Jaücr, (n. 9).
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- 
El hecho de reducirse a justicia los asuntos determinados por el virrey o

gobernador, planteó a partir a la cédula de 1567 la a¡dua cuesaión de delimi-
tar las materias que eran de mero gobierno y aquellas otras que eran de jus-
ticia y que, por lo tanto, eran susceptibles de apelación.23 Sobre ello una real
cédula de 28 de diciembre de 1568, dirigida al virrey del perú, y extendida el
4 de julio de 1570 a la Nueva España, declaró, que si a los oidores parecía
que el virrey se excedía en alguna materia se le debían hacer los requeri-
micntos necesarios sin mayor demostración ni publicidad, y si a pesar dJ ello,
persevera en su decisión, debían cumplirla y guardarla, siempre que la mate-
ria no fucra, de calidad en que se hubiera de seguir movimiento o inquietud
en Ia tierra."' Posreriormente una cédula de 23 de novicmbre de 1631 ordenó
que en las dudas de si un asunto era de gobierno o de fusticia, los oidores
dcbían estar y pasar lo que declarase cl ürrey y presidenti,:s criterio que fue
conñrmado por una disposición de 29 de agosto de 1806 que dispuso:

"Oue cuando se ofrezca duda sobre si el punto de que se trata es de
justicia. o de gobierno, estén y pasen las Audiencias, y sus minislros.
por lo que declararen los Virreyes y presidentes...zó

En esta mate¡ia la corona nunca d€terminó con carácter general qué
casos eran de justicia y cuáles de gobierno y sólo se limitó a declararlo en
casos concretos y a fijar el procedimiento relativo a su calificación, que
cntregó a los Virreyes y Gobernadores. Los juristas se esforzaron por aclarar
este punto, principalmente Gaspar de Escalona y Agüero, quien distinguía
ontre los caso6 de nrcro o nudo gobieno, que no admitían apelación a la
audiencia y los de gobieno reducidos a justrcra, que sí la admitían.27

El siglo XVII se caracterizó en esta materia por el despacho de numero-
sas reales cédulas, dirigidas a ürreyes, gobernadores y audiencias reiterán-
doles, cuán de su precisa obligación era observar las disposiciones relativas a
esre género de apelaciones* debido a los constantes €ncuentros entre dichas
autoridades sobre el tema.6 En el siglo siguiente se expidieron más de veinte
reales cédulas destinadas a tratar de este recurso y en especial se incluyo un
capítulo en la Instrucción de Regentes de 176 que enc¿rgaba a estos nuevos
magistrados que tuüeran como uno de sus más principales aJidad,os el hacer



ttz IA FIscAIlz cloN DE l-os AcTos DE GoBIETNS

que lengw plntuallsimo cumplimiento, zalando que no se defnatden unas üs-
posiciones tan justas y apanando cualesquier motivo de tenor que inlimide a
las parles pam derü de seguir su derecho... y sobre lo que ocuna en este asunto
datón cuenlL lodos los años a mi Real Penona los Regentes, o antes si hubiese
algún motivo wgentq sobre lo que se-les hará catp especial en su Residencias
si estuvicnn o¡nisos en esta mukña de tanu impo¡lancia."'

No obstante, todas las reales dispo^siciones, que suman más de setenta,
dictadas hasta fines del siglo XVIlI,s que delimitaban con claridad las
facultades de virreyes, gobernadores y audiencias en lo tocante al punto de
las apelaciones gubernativas, continuaron los desencuentros apenas comen-
zado el siglo XIX y , frecuentemente se malquistaron los tribunales con sus
presidentes hasta los mismos días de la desintegración de la rnonarquía his-
pano-indiana.

La última disposición indiana relativa a la apelación en cosas de gobierno
se dictó el29 de agosto d€ 1806, cuyo texto es el siguiente:

"Que los virreyes cumplan inüolablemente la real declaración sob¡e
los puntos siguientes:
I. Que cuando se ofrezca duda sobre si el punto de que se trata es de
justicia, o gobierno, estén y pasen las Audiencias, y sus ministros,
por lo que declaren los Vireyes y Presidentes, con lo demás que
preüene la ley 38 tit. 15 lib. 2 de la Recopilación, sin admitir recurso,
que impida su conocimiento, o tenga por objeto la inhibición del
Virrey o Presidente.
II. Que si en el progreso del negocio declarado por de gobierno, y
conociendo el Virrey o Presidsnte, dictara alguna providencia defi-
nitiva, o que tenga fuerza de tal, puedan.las partes apelar de ella,
presentándose de hecho en la Audiencia".i'

Con este precepto se cerró una historia de más de 250 años en la que se
pretendió por parte de la corona amparar a sus vasallos de los abusos de sus
gobernantes, mediante la fiscalización jurisdiccional de los actos gubernati-
vos, para de este modo cumplir su deber de darles un buen gobierno.

3. Casos de apelación en moteña &tbentativa en el Reino de Chile

En el Archivo Nacional de Chile, Fondo Real Audiencia sc conservan diver-
sos expedientes relativos a apelaciones en materia de gobierno, los que

8 Inswcción de Regen ¿r, 17ó, cn S^Lv r MoNcutl¡-or, Manuel, ¿ a Instrucción .te Regenrcs,
cn RCHHD., 3, Saritiago, 19ó4, cap. XLL

S vi¿" B¡nn¡¡¡¡¡os GRANDoN, Jaüer, (n. 9).

31 
Merreve v Rrccr, Juan Jo6é, (n. 2ó), p. 50ó.
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32 vid" Bl*^,un-, GRANDoN, Jaüer, (n. 9)-

33 eNFv., vol. 23t, pz a. 4.492, Ís. 244, Oficio al gobe¡nado¡, S¿¡riago, ló-II-1810.
Y 

ANFV.. vol. 237, pza. 4.493, fs. 245, Ofic¡o at gobernador, Sanriago,3l-lll-1810.
35 ttio.o,.
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demuestran la aplicación efectiva de la legislación real en tan importante
materia, de la cual dependía el mantenimienfo en justicia de los vasalios.32

I a RealAudiencia de Sarrtiago, conociendo de una apelación interpuesta
por don Pedro Díaz de Valdés contra un decreto del Gobernador, don Fran_
cisco García Carrasco, que le había privado de su oficio de Aseso¡ General
de la Presidencia, en el mes de marzo de 1810 desarrollaba con gran rigor
jurídico los fundamentos y la necesidad de esta institución. Así, a-proposito
de la razón por la cual ella existí4 expresaba lo siguiente:

"La fuerza y violencia la detestan las leyes de todos los gobiernos, y
las de estos dominios enfrenan el pnder para qu" no d"g"n"r" 

"narbitrariq por los enormes perjuicios que resultan al vasallo cuando
se le constituve en la necesidad de ocurrir al poder de la Majcs-
tad'.33

. 
Y precisamente por la repulsa que la Corona sentía po¡ la violencia,

sobre todo la de los oficiales de gobernación, había creado lá institución de la
apelación en materia gubernativa, pues reconocía la gravedad de las opresio_
nes, que en ocasión del ejercicio del poder, se podían inferir a los súbditos.
Este peligro también lo reconocía el tribunal santiaguino cuanclo sostenía
que:

'Muy tuertas armas han para facer mal (Dice la ley 4 tít. 10 de la
Séptima Partida) aquellos que tienen voz del Rey cuando quisiercn
usa¡ el mal del lugar que tienen, calificando como una fuerza hccha
con armas cuando se deshonra algún hombre, expresando las terri-
bles penas en que incurre la ley g del mismo títulol libro".!

Como los vasallos eran titulares del derecho al buen gobieno, gue pod,ian
¡eclamar del propio rey o de sus oficiales, los abusos de las autoridades
gubernativas.infringían es-te principal derecho de los súbditos, violencias quc
scgún la Audiencia de Chile se presentaban:

'Todas las veces que los magistrados seculares, atropellando las
leyes despojan al ciudadano de su libertad, hacienda y ilonor, *un-
dando alguna cosa cont¡a la ley si.g oírle ni admitir sus defensas,
cometen noloria fuerza y üolencia".r)
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Naturalmente, como contrapartida al derecho de los vasallos al buen

gobierno se encontraba el deber correlativo del rey a procurárselo, y por ello

él -ooa.ct para dar cumplimiento a él entregaba a sus súbditos diversos

mecanismos a través d€ los cuales podían hacerlo efectivo, y uno de ellos era

la apelación a las audiencias de los decretos o providencias gubernativas que

le causaren perjuicio, ante las cuales, siempre según la audiencia de Santiago:

"No solo es permitido a la porción destinada al servicio del Altar
buscar la protección del Soberano, sino a todo vasallo' porque es

una regalía inherente a la soberanía defender y proteger a sus súb-

ditos, en términos que no puede abdicarla ni desprenderse de ella

sin renunciar una parte de su-.independencia. dividir el lmperio y

faltar a su primera obligación" s

La REal Audiencia de Santiago, como suprema protectora de los vasallos

del Reino de Chile frente a las autoridades gubernativas, desde muy tem-

prana época se preocupó del efectivo cumplimiento de las disposiciones rea-

les que franqueaban a los súbditos la apelaciÓn de los decretos de gobiern<.r.

En efecto, durante el gobierno de don F¡ancisco Laso de la Vega luchÓ

incansablemente por impedir los abusos del gobernador, principalmente en

materias de carácter militar, ante lo cual Laso de la Vega dictó el 14 de octu-

bre de 1ó37 un auto donde se declaraba los negocios que le pertenecían pri-

vativam€nte en su calidad de Gobernador y Capitán General y por lo tanto

inhibía a la Audiencia de todo conocimiento de ellos por cualquier vía y cn

especial por Ia de la apelación. Frente a esta manifiesta arbitrariedad, y des-

pués de innumerables desencuentros, los miembros del Tribunal, oidores

Jácobe de Adaro y San Martín, Pedro Gonzalez Gúemes de la Mora' Pedro

Machado y Pedro de Lugo, escribieron al monarca dándole cuenta del suceso

el8 de mayo de 1ó39, en esta carta le expresaban lo siguientc:

"Esta Audiencia...representa quc de un Gobernador en partcs ta¡r

remotas la mano es muy poderosa, y tonicndo debajo de la suya a su

disposición dos mil plazas armadas es mucho de tcmor su indigna-

ción por los Ministros de Ia Paz aunque sean cnteros y supcrir)rc\! y

que si el Gobierno y Capitanía (ieneral de gstas Provincias n() se lcs

modere y reprime la facultad en rlue se ha introducido tlc podcr

declarar los casos y tomar lodas las causas que lc pareciere, por

decir que son suyas de su jurisdicción, la d{r csta Audiencia en las

cosas más propias de su obligación como son las de justicia, quedará

usurpada, su libre administración impedida y su autoridad sin r:l ltrs-

tre y fuerza que es menester para hacer con cntorcza y valor el servi-

cio de V.M. y estos vasallos desconsolados, reconociendo menos

5 rbid.,n.
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poderoso y desautorizado el Tribunal donde han de recurrir con sus
agravios y apelaciones.".''

En 1791 conoció la Audiencia de una apelación interpuesta por el Conde
de Ia Conquista contra un decreto del Gobernador Ambrosio O'Higgins que
le mandaba contribuir con diez caballos en ¡azón de prorrata para el trans-
porte de los indios que habrían de concurrir a Arauco para la jura de Carlos
IV, y en dicho proceso como el escribano de gobernación negara los autos, el
Real Acuerdo dictaminó pasar oficio al Gobernador solicitándoselos, y en

dicho escrito firmado por el regente del Tribunal, don Francisco An¡onio
Mureno y Escandon se cxpresaba lo que sigue:

"A pcsar de las repetidas reales disposiciones en que S.M. o¡dcna se

observen con toda exactitud las Leyes de las Indias que fran<¡uean
los recursos de apelación a las Reales Audiencias de todas las

determinaciones del Gobierno, se presentan a cada paso dudas y
tropiezos que entorpecen su cumplimiento y estándok: tan cslre-
chamente encargado Bn los capítulos 41 y 43 de mi empleo con la
recomendable ci¡cunstancia de dirigirse al bien del Estado o utiliil:rLl
de la causa pública y quietud de las Provincias, que por [o distante
de la Península necesitan del mayor esmero y rectitud en la imp"r-
cial administración de justicia espero no extrañe a Usía que en
desempeño de esta rsal confianza y de lo acordado por esta Real
Audiencia le haga presente que producida en ella un pedimento del
Señor Conde de la Conquista en grado de apelación por habérsela
denegado Usía de una providencia sobre pror¡atas dc caballos y

expresiones que le son indecorosas se proveyó por semane¡ía el auto
ordinario a fin de que entregue los autos el escribano...y que faltara
a los dispuesto por S.M. en beneficio de la causa pública si omitiere
estc examen de que pende la ¡eclirud e imparcial administración de
justicia con cuyo objeto se erigieron las Reales Audiencias."3s

Como el gobernador se negara a pasar los autos originales y sólo renritió
un raslado de ellos al Tribunal, el reg€nte, en defensa de las atribuciones de
la Audiencia y de los derechos del Conde de la Conquista dirigió un nuevo
rrficio al prcsidente y en él decía lo siguiente:

"Viéndose interpelada la Real Audiencia, sin poder cerrar la puerta
al Señor Conde de la Conquista que acudió en calidad de oprimido
en solicitud de la protección y justicia que S.M. tiene en ella deposi-

3? Meotra, José Toribio, Manuscriros pafi la histo a de Chile (MM), '1. 309, fs. 153-153 !,ta.
Audi€ncia de Sanriago al rey, Santiago, 8-V-ló39.

S 
Archivo Nacional Fondo Real Audiencia (ANRACH) , 'rol. 1698, pz .1. fs. 4-ó !,ra. Fran-

.isco Antonio Moreno y Escandón al gob, Santiago, 4-Vll-l?91.
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tad4 era preciso que para administrarla mandase traer a la vista el
proceso...Si desüado es¡e camino trillado fue Usía conducido por
otro no practicádo ni designado por las Leyes no es culpa mía ni del
Tribunal pronto siempre a su más reügiosa observancia en sostener
las facultades que a Usía concede, sin detrimento de las que le per-
tenec€n como al Tribunal Superior del Reino destinado para velar
sobre la buena administración de justicia y reparar los agraüos por
cualesquiera jueces que se irroguen, pero a su v€z que si dar lugar a
estos jurídicos acomodamientos, negándose Usía a [a remesa de
estos autos originales para aquellos precisos fines conüene en que se
de traslado de todo a nolicia de S.M."rv

En 1804, conoció el Tribunal de una apelación in¡erpuesta por el Dipu-
tado de la doctrina de Peumo don Justo Jerez contra un decreto de goberna-
do¡ don Lüs Muñoz Guzrnán que le había separado de su empleo. Conce-
dida la apelación por el Gobernador y luego de tramitado el recurso, la
Audiencia revocó el decreto y ordenó en los siguientes términos reponer en
su empleo a Jerez:

"Vistos: por el mérito que ministra el proceso se reforma la provi-
dencia apelada y en su conformidad se declara que el Diputado Dn.
Justo Jerez debe ser testituido al empleo de Diputado {e la Doc-
trina de Peumo.'fi

Luego de esta proüdencia fue repuesto Jerez en su ohcio, pero al día
siguiente el gobernador ordenó prenderle y embargarle sus bienes por
supuesta mala conducta, ante lo cual el afectado nuevamente recurrió al Tri-
bunal el que pasó el siguiente oficio al gobernador:

''A, pes¿¡ que esta Real Audiencia nada desea y procura más que la
constante arrnonfa y conformidad con V.8., en cumplirniento de la
I,ey Municipal 34 del tít. y libro III, se ve, no obstante, en ocasiones
necesitada a la manifestación de sus derechos cuando algún proce-
dimiento interfiere, mengua y compromote a la autoridad, decoro y
respetos que le son debidos y cuya guarda no puede serle indife¡ente
por su inmediato influjo en la observancia de las lryes, peculiar ins-
tituto de este Tribunal...Cuando mira t¡iunfar las calumnias y des-
crédito de un homb¡e de bien, puesto bajo el amparo de las Leyes y
que no obstante tan sagrado escudo se le ultraja y aniquila...no
puede menos qu€ suponef sorpresa en las enunciadas providencias
de V.E. sobre todo la ilustración y prudencia de V.E. deberá cono-

I 
lbidcm, f* 2930 vta. Morcno .l gobemador, Santiago, &VII-1791.

{ 
ANRACH,, *t.20e2, p¿a.2, fs. 110vta. scntcricia, Santi¿go, 2óV-180S.
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cer por las expuestas reflexiones la precisión en que se ve de solicitar
el desagravio de su autoridad y de la adminstración de justicia, man-
dando de acuerdo con V.E.-que se cumpla y ejecute su auto de 2ó
de agosto próximo pasados.Ér

En 1809 conoció la Audiencia de una apelación interpuesta por el Cabildo
de Valparalso contra un decreto del gobernador Francisco Antonio Ga¡cla
Ca¡rasco de 4 de enero en vi¡tud del cual desconocla la elección de capitula-
res que había efectuado la corporación, y como ¡rrsevera¡a en su decisión el
Tribunal dio cuenta al rey y le señalaba que:

"Advertirá su sabiduría e integridad, el temera¡io intento del dicho
Presidente en aseverar inapelables sus providencias expedidas sobre
elección de capitulares tratando por este infundado principio de
emborrar su escandalosa resistencia al cumplimiento de lo resuelto
por este Tribunal, después de concedido por él mismo el recurso,
como debió, no siéndole permitido el negarlo en ningún caso en que
haya persona que se queje de agravios de cualesquiera providencia
gubernativa, por ser reservada a sólo la Audiencia la calificación de
si es adrnisible o no la apelación como se tiene declarado por V.M.
en las Reales Cédulas de 19 de marzo de 1784 circulada por la de 6
de julio de 1799 y en la de 29 de agosto de 1806...No ha menester,
V.M., que le funde esta Audiencia, como lo hizo al Presidente, los
motivos de las citadas Reales determinaciones en favor de la causa
pública y pro comunal de los vasallos, dejando a su superior pene-
t¡ación la del exceso qu€ se comete con la transgresión de las Leyes
más sagradas, cuales son las que como la apelación conciernen al
reparo del gravamen y opresión y las que establecen y deslindan las
facultades de la Audiencia y del Presidente, siendo ya un abuso
intolerable y reprensible desacato a la Majestad el que cometen los
Presidentes oponiéndose, como lo ha ejecutado el de este Reino al
puntual obedecimiento de la lry Municipal y Reales Cédulas referi-
ir..'Á2

A través de la sucinta revisión de cinco expedientes s€guidos ante la
Audiencia de Santiago en los siglos XVII, XVIII y XIX se puede observar
que la legislación real relativa a la apelación en materia gubernativa se aplicó
en el reino de Chile durante toda la época indiana y que efectiv¿mente la
Real Audiencia por esta vía jurisdiccional fiscalizaba la actuación de los
gobernantes, constituyéndose en la superior protectora de los vasallos frente
a los abusos gubernativos y así se la üo proteger a los súbditos por privacio-

41 
lbidem, fs. 12E ss. Oficio al gobemador, Santiago, 29-V-1805.

42 t¡U. :f. ZZO, ¿o".55ó7, fs. 191194,l-a audiencia at rey, Santiago, 2?-X-1E09.
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¡cs arbitrarias de oficios y emplcog por la cxacción indebida dc tributos, por
i¡tervenir la libcrtad de las corporaciones, etc..

ry. LA ApEIAcIoN EN MATERIA DE coBIBRNo y su DEsApARrcIoN
EN EL EsrADo CoNsrmJcroNAL (1810-1875)

La fiscalización jurisdiccional de los actos gub€rnátivos mediante la apelación
en naterias de gobierno desapareció en el Chile republicano y dejó por largo
tiempo inermes a los ciudadanos freate al ejercicio del poder por parte de los
gobernantes, lo que en esta época es de mayor gravedad que en la indiana
por el desarrollo de la administ¡ación y de la burocracia estata¡, qu€ antes no
existía.

La desaparición de la apelación en materia gubernativa está estrecha-
mente emparcntada con el paulatino cambio que sufre el concepto de justicia
y que origina una reducción progresiva de la competencia de los tribunales
repubücanos que sucedieron a la Real Audiencia.

Desde la Edad Media en Castilla se afirmaba como doctrina común,
recogida de los escritos de Sa¡ Isidoro de, Sevilla, que los deberes del
ñonafca eÍat2 mantenet a su pueblo en justicia et en v¿¡d¿t. Entendiéndose a
la justicia como virtud volitiva que consistía en dar a c¿da uno lo suyo en
todo orden de materias, de donde el monarca, para cumplir con su deber de
mantener a su pueblo en justicia, no sólo debía garantizarle a sus vasallos que
existiese en el reino una recta administración de justicia entre partes, sino
que también debla segurarles que las autoridades y oficiales reales no abusa-
sen en el ejercicio de sus atribuciones, y que en cons€cuencia los súbditos
recibiesen de los gobernantes lo que les correspondía, es decir, un buen
gobierno dentro de la esfera propia de cada uno de ellos. Es por esto que la
imagen medioeval del monarca sea la del rey justiciero, sentado en su t¡ono
con la espada en la mano para dar a cada uno lo suyo.

A este concepto amplio de justicia debe agregarse, que se reconocía por
el ius comntune, que en el monarca lenían su origen todos los oficius con
jurisdicción, pues ellos debían cumplir el deber del rey de mantener a su
pueblo en justicia y que éste estaba impedido de cumplir personalmente. Así,
Castillo de Bovadilla escribía que: Según Bonolo, luan Plate! ! ottos, todas
las dignidades te,n[nrales proceden del Rey, conto de frcnte"' y Alfaro, que;
Princeps enim fons et oigo est omnium dignitarurn...et ita núgistrah$ et iuris-
dictiones a Plincipe proced.unt tqmqua,n a fonte et ab eo diiventur,4l y en
Chile, el oidor Francisco Ruiz de Berecedo señala que: En los Prínci¡tcs ¡,

43 
Co"ar¡-ao o, Bou^DrLr-{, Jcrónimo, Polí,¡c a parc coÍegidorcs )t señores de paz y de vasa os,

Madrid, 158?, T. II, lib. I¡I, cap. 2 n. 1.

& Arreno, Francisco dc,Ttuctatut ofrcio fscorn, Valladolid, ló0ó, glos. I r¡. 2)
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Reyes absolutos resid.e la raíz de ,odo to juisdiccional. s Similares ideas
expresan en sus obras Ped¡o GreeorioÍ Juan Baufista Valenzuela Veláz-
quir,aT García Mastrillo,48 y Pedro-Rebuffe49 entre or¡os.

Presupuesto lo anterior, el rey erige a las Reales Audiencias como tribu-
nales reales, vicarios suyos, que deben cumplir su deber de mantener el pue-
blo en justicia, y por ello las Audiencias representan a la real persona y reci-
ben en cuerpo el t¡atamiento de Alteza, como lo defiende Yáñez Pa¡lado¡io
en sl.rs Sesquicentuna, donde escribe: Ibi quasi sigillo regis personam repre-
sentante...ibi atque ista usu üdemus ut iusiurandum de quo Msgístratus seu
Regis Attditores Chancellaium en sus offrci auspiciis rogantur, super hoc sigillo
pruestetur...ibi qusmvis autem Regabilus Praetoriis seu Chancellaiis ex auctho-
itate regi sigilli Rex ipse presens esse intellegatur, verum id perfectionern fi.t, at
in regio consistoio rex ipse vera presto est,>u

Así pues, las reales audiencias poseen una competencia propia del
monarca, y en su ejercicio deben llevar a la práctica la justicia real a los
habitantes de sus distritos, asegurando a cada vasallo lo que le deben los
restantes a través de la administración de justicia entre partes, pero además
les deben asegurar el buen gobierno, ¡efrenando a las autoridades, en una
competencia de carácter protector, principalmente mediante las apelaciones
en materia gubernativa.

En suma, la audiencia en el período indiano posee una competgncia, que
se manifiesta como t¡ibunal de justicia para resolver conflictos entre partes y
como autoridad protectora dE los vasallos frente a los gobernantes, amen de
ser la custodia de los intereses del monarca.

Durante la república los tribunales que sucedieron a la Audiencia üeron
p¡ogresivamente reducida su competencia hasta quedar est¡echados en la
sola resolución de conflictos entre partes. Esto se debió a la introducción del
Constitucionalismo, al desarrollo del positiüsmo jurídico y su consecuencia
de la Codificación y a la desaparición del monarca, que era la raíz y razón de
ser de la judicatura indiana.

119

45 
Rurz o¡ Ben¡c¡oo , Francisco, Expediente ctoncte a'idetrc¡an los a,g¡a\,¡os qüe riene recib¡do el

canicter de oydo¡ honotor¡o de su plaza, en ANRACH. rol. 2lm, pza. 12, fs.1.

46 
Gnec,o*ro, Pet-", Tefia ac postehú s¡ntagnatis iuris universa pars,lib. ó, cap. 12, r. 5.

47 V,nr¡¡zuer¡ VeLAzeuEz, Juan Bautisla, Cb ns¡liotünt ive Íespottso¡ar¡ jr¡ü, Madnd, ló35,
mns. 82. n. 22.

48 
lvf^'t *,aao, Garcia, De nt(tgis¡¡a¡ibt$, eofiot itrtp¿rio et icisdktiones ¡r¿c¡a¡¡¡J, palemo,

ló16, Lib. I, C¡p. 1, n. 7 y cap.4,n.29.

49 Re¡u¡re, Pedro, D e voboru et rc¡um sigtt¡fcationes, cot nantaría amptissinta, Lyon, 75g1,
Ad L¿gent ut Alfenut, pa'¡. de wrb. s¡gn¡f.

50 Y^ñr, P^^*ooo o, J(¡jé, Quoaid¡annarunt diferentia¡unt sesqu¡cenuria, Maótid, 1612, la,

^.12,13,20,21.
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l. El Constitucionalismo y la judicalura indiana:

El Constitucionalismo ma¡ifiesta cierto desprecio por la tarea de la Judica-
tur4 a la que destierra a un lugar secunda¡io cono un desdibujado tercer
poder del Estado, al considerar su actividad como un mero ejercicio mecá-
nico. Asl Montesquieu escribía que: Los jueces de la nación no son ni mós ni
menos que la boca que pronuncia los palabras de la L-ey, seres inanimados que
no pueden litigar la fuena y et rigor de la Ley misma,rr y eo otra parte añadía,
q|¡e: De los fres podees a que hemos hecho mención, el de juzgar es casi
nulo." Menospreciada de este modo la actividad judicial, era natural que se
redujera su competencia y que todo lo que ella perdiera lo ganara otro de los
poderes estatales: el lrgislador, que era precisanente el que entregaba Ia ley
muda a estos seres inanimados, que formaban la Judicatura, para que ellos
profirieran sus palabras el administrador justicia.

La importancia que otorgaba el Constitucionalismo al Legislador deri-
vaba de ser é1, quien como representante de la voluntad general podía dictar
las leyes, que no eran más que la emanación de dicha voluntad, y es precisa-
mente ésta la causa que explica la pérdida de una de las ca¡acterísficas bási-
cas de la competencia de la Audiencia en el Constitucionalismo: ar¡ebatarle
su competencia protectora de las personas frente a los gobernantes y entre-
ga-rle esta actividad al parlamento, puesto que se creía que los derechos de
los gobernados estarían suficientemente caut€lados por las garantías indivi-
duales consagradas en la Constitución y en las Leyes, a las que debía ceñirse
la autoridad-^en su actuación, y por cuya est¡icta observancia debía vela¡ el
Pa¡lamento.rr Así por ejemplo, el a¡tículo 38 de la Constitución de 1823
señalaba, que: Son atibuciones d.el Senado: 5' Proteger y defender las garontías
individuales con especia I responsob ilid.ad.A

2. EI Positivismo y el ideal Codifcodor y la htdicadua Indiana:

Emparentado con el influjo ¡estrictivo operado por el Constitucionalismo
sobre la Judicatura, se encuentra el triunfo del ideal codificador y del positi-
üsmo legal en Chile.ss

El código pretende recoger las leyes anteriores, aclarar sus obscuridades,
superar sus contradicciones, llenar sus vacíos y, en dehnitiva, unificar en un
texto armónico, completo y sistemático la multitud de leyes existentes sobre

5l MoNr¡soursu, Cr¡l(}.,El espítitu de las teyes, Santiago, 1988, p. ó0.

52 lbio"., p. s?.

53 Bn¡vo L¡n¡, Bem ardino, Judicarura e inúitucionalidod en Ctite. 17761876 det absotlt¡slto
ifustado at liberalitmo po amentario, e¡ REHJ, I, Valparaíso, 1976.

f 
En V¡.re¡o¡ Averu^ , L¿ts, Anales de lo Rep¡ibrica, Sanriagq 198ó, I, p. l l0.

55 Guzu¡¡ B¡no. Aleiandfd An¡,i. Rptt. .ndiñcadot, santiaro,1982, vol.l.
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una materia, y como el código es una obra, ante todo, de carácter legal, que
recibe su valor del gobernante que promulga este trabajo del legislador, la
judicatura queda ausente y sin intervención alguna en é1. As( pues, con la
codihcación ¡ror primera vez la legislación pasa a ser la fuente dcl derecho
por excelencia, y el derecho codificado se convierte en un conjunto de nor-
mas, frente al cual al juez no Ie c¿be más que aplicarlo casuGtic¿mente en
sus sentencias,'" y por ello se constriñ€ a la judicatura a un simple papel de
hacer cumplir las leyes, que se supone representan la justicia.

De esta manera se reduce el concepto de justicia por obra de la codifrca-
ción, que la transforma de una virtud de dar a cada uno lo suyo segfin su
estado y condición, en una cierta ciencia de las leyes que en forma general
contienen lo que el legislador o la mayoría considera como justo, de suerte
tal, que la judicatura, que hasta antes de la codificación ejercitaba un ars boni
et aequi que superaba ampliamente el ma¡co del derecho real legislado,
ahora se limita a declarar la ley para cada caso particular, de donde el papel
del juez ya no será el clásico ius dicere, sino que un simple l* recitare.

3. La desapaición del ntonarca y la ludicaturc Indiana:

La desaparición del monarca con la independencia, que era el origen y fuente
de la competencia jurisdiccional de la Audiencia y de todos los jueces reales,
descabaló la organización y atribuciones de los tribunales superiores republi-
canos dejándolos vacíos y sin sentido, puesto que los ministros ya no recibían
su competencia judicial del rey, ni le representaban, e incluso más ahora ya
no representaban a nadie, a dife¡encia del ejecutivo y del legislativo que
representaban directamente a la voluntad general que habían recibido del
pueblo.

Lo anterior queda de manifiesto en la forma de designación de los minis-
tros integrantes de los tribunales que reemplazan a la Real Audiencia, pues
en la época indiana e¡a natural que fueran nomb¡ados por el monarca, que
era el origen y fuente de la jurisdicción, y a pes¿¡ de que en la repúbüca se
conserva su designación como atribución del gobernante, ello está privado de
todo el sentido institucional que había tenido desde la Edad Media.

Así los miembros del Tribunal de Justicia y Apelaciones que substituyó a
la Audiencia entre 1811. y 1814 eran nombrados por el Congreso representa-
tivo del Reino, el cual era depositario de la soberanía mientras durase la
cautividad de Fernando VII, y al restablecerse este Tribunal luego de la
Restauración en 1817, sus antiguos ministros fueron nuevamente llamados a
servi¡ sus oficios, y continuaron en ellos al crea¡se la Cámara Superior de
Apelaciones en 1818, resp€cto de la cual la Constitución promulgada dicho
año señalaba que sus ministros serlan designados por el Director Supremo a
propuesta de la propia Cámara. La Constitución de 1822 mantuvo el norn-

56 
Bnr.rro Un " Bcmardino, La Codificación ot Chilc (161L1q7), dentto d.l n 4rco d¿ la

codifcaciót europca e hiqaaoamericona,.n REHI, xIl, Vslpar.íso, 1987.
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braniento en manos del Di¡ector Supremo con acuerdo del Senado, previa
presentación de una terna propuesta por el Supremo Tribunal Judiciario. La
Constitución de 1823 dispuso que los ministros de las Cortes de Apelaciones
serlan designados por las Asambleas electorales nacionales y la de 1828 que
era facultad del Presidente de la Repúbüca designar a los ninistros a pro-
puesta en terna de la Suprena Corte, sistema que mantuvo la Constitución
de 1833, pero con la intervención del Consejo de Estado, que deberla elabo-
rar una terna, previo informe de la Corte Suprema. Final¡nente la Constitu-
ción de 1925 y la de 1980 mantuvie¡on este principio de autogeneración.

En la práctica, la desaparición del mona¡ca afectó a la judicatura chilena
en cuanto al sistema de designación de sus miembros y también en lo relativo
a su com¡rtencia. En esto últino se volvía sin sentido la competencia pro-
tectora de los vasallos, para asegurarles el buen gobierno que tenían derecho
a exigir del monarc¿, puesto que ahora la Judic¡tura no cumple un deber del
rey, y además porque se cree que la Constitución, las kyes y el Parlamento
fiscalizador Eua¡tirz íaa suficientemente los de¡echos de los gobernados
frente a los agentes del gobierno y ¡nr ello desde temprano desaparece la
institución de los votos consultivos de los ministros para prevenir abusos
gubernativos,s? y se extingue la competencia protectiva- a traves de la apela-
ción en materia gubernativa.

V. I.A APETACIoN EN MATERIA DE GoBIERNo Y EL TR¡BUNAL
DE JUSTTCTA y ApEr-{croNEs (1811-1818)

La real audiencia de Santiago fue disuelta el 24 de abril de 1811, cuando la
Junta Gubernativa del Reino desterró a sus últimos dos ministros, el regente
Juan Rodríguez Ballesteros y el oidor decano José Santiago Concha y Jimé-
nez de hbatón, de tal manera que est€ tribunal indiano subsistió a Ia insta-
lación de Junta en septiembre de 1810, sin embargo, somo se negara a reco-
nocer la autoridad de la Junta voluntariamente, fue forzado a hacerlo el 19

de septiembre, lo que ejecutó bajo protestas, pero además comunicó a la
Junta que:

'Si V.S. depositario de la fuerza lo sostiene, tendrá que postrarse
este Tribunal ¡nr medio de una diputación, haciendo a V.S. de
nuevo responsable ante Dios y el Re¡ en la inteligencia" que diputa-
dos por Su Majestad a sólo administrar justicia a los pueblos de este
Reinq a fin de que no carez,can de este consuelo y de sus jueces

laturales, se ceiirán a sólo este ramq sin intervenir de modo alguno

57 Ben¡¡s.¡q G¡^¡úl-, twtict,La fuición co e!!!iva ei el Dqecrú Indiaio, c¡ lo( loñadas
Chil¿ú4t d.l Dqecrp PLúico (2 vols.), v.lparalso, 1990, vol.2.
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€n mate_ria gubernativa, en la que se les tendrá por inhibidos y excu-
sado..".58

De esta manera, la Real Audiencia a partir del 19 de septiembre de 18L0
dejó de conocer todo acto gubernativo, debido a problemas de carácter polí-
tico por su oposición al establecimiento de Junta en el Reino.

Suprimida la Real Audiencia en 24 de abril de 1811, la Junta Gubernativa
el 13 de mayo de ese mismo año decidió nombrar a los miembros del nuevo
Tribunal de Apelaciones para la más pronta administración de justicia. Los
elegidos fueron los licenciados Francisco Cisternas, Francisco Pérez y Salas,
Lorenzo José de Villalón y Juan de Dios Gacitúa.)e Fundamentalmente este
Tribunal era la misma Real Audiencia, sólo que con otro nombre, y así
cuando sus ministros consultaron a la Junta como deberían ejercer su minis-
terio, se les respondió con el siguiente decreto:

"Vista la anterior consulta del Tribunal de Justicia y Apelaciones y lo
expuesto por el Ministerio Fiscal, se declara: Que dicho Tribunal en
el punto consultado, como en los demás casos ocurrentes deba
ajusta_rse a lo dispuesto por las Leyes y a la práctica observada hasta

, ,,t{,
aqul,

(Santiago, 19 de junio de 1811).

Pero en la materia que aquí nos ocupa, prontamente el Tribunal de Just!
cia y Apelaciones dejó de conocer de las apelaciones en materia de gobierno,
pues en el Reglamento para el arreg.lo de la autoridad ejecutiva proüsoria,
promulgada el 14 de agosto de 1811 terminó con dicha institución al €ntregar
al Congreso el conocimiento de los recursos intentados contra las proüden-
cias del ejscutivo, y con tal propósito el artfculo 7 del precitado Reglamento
prescribía lo siguiente:

"Los r€cursos sobre provisiones de la Autoridad Ejecutiva serán
admisibles en el Congreso en primer orden y para declarar si son o
no conformes a la le¡ instaurándose con arreglo a ella_ y bajo su
pena, reponiéndose al agaviado si intentase con justicia.'ól

Se adüerte así, que el Tribunal de Justicia y Apelación conserva la com-
petencia propia de la Real Audiencia, pero que ella comenzó a sufrir algunas

58 Mamxez. Mclcbo r (hay), Menoia h¡st&¡ca sobrc la rcvohtción de Chile desde el cautiverio
de Feñondo W hasta 18?l (2 vols.), Santiago, 1 4, I, pp. m1-2r.J4..

59 B¡¡rue¡.ros Gn^¡ Dor!, Jaicr, Ia, audiencias indianas. La aüd¡erda de Chite, santi^Eo.
1990 (Mcmoria iriédila, F¿cuhad Derecho Univcrsidad dc Chilc). cap. V.

0 aNRacH., uot. 3otz, por. r.

61 l¡i¿"r.
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reducciones, derivadas de la adopción del Constitucionalismo, sobre todo
porque el Reglamento del año 1811 le arrebató una de sus principales com-
petencias protectoras de las personas a través de la apelación en materias
gubernativas y que fue entregada al Congreso, que como legislador se supo-
nla debía garantizar los derechos de los ciudadanos.

En esta misma línea, el Reglamento Consdtucional de 1812, fue aun más

severo con el Tribunal al inhibirlo del conocimiento de todo negocio relativo
a la protección de las personas y de su libertad frente al gobierno, pues su

artículo 15 señalaba que:

"El Gobierno podrá arrestar por crímenes contra el Estado; pero el
reo podrá hacer su ocurro al Senado, si dentro de los tres días no sc

le hiciere saber la causa de_-su prisión, para que estc vca si la hay

sulicienle para continuarla."oi

Este Tribunal de Justicia y Apelaciones funcionó ininterrumpidamente
hasta octubre de 1814, cuando los insurgentes debieron huir de Santiago
luego de ser derotados por los Ejércitos reales al mando del brigadicr
Mariano Osorio, quien en 1815 restableció a la real audiencia, que actuó
hasta el 13 de febrero de 1817, día en que luego de conocida la derrota de las

armas reales en Chacabuco, sus ministros huyeron a Valparaíso.
En los primeros días del gobierno de O'Higgins se restableció el T¡ibunal

de Justicia y Apelaciones con sus antiguos ministros. sin que se entendiera
que se había creado un nuevo Tribunal, sino que simplemente se trataba del
que había existido entre 1811 y 1814. Así lo expresan sus ministros en

diciembre de 1817 al reclamar del gobierno que se les pagasen sus salarios
adeudados, y al efecto señalaban:

"Desde el 14 de abril que fue reestablecido este Tribunal de Justicia,
se ha servido la Judicatu¡a de Alzadas por el Ministro llamado por la
ley y en los ocho meses corridos hasta igual día al presente se adeu-

dan a razon de trescientos pesos al año, doscientos pesos, los mismo
s€ servirá mandar V.S. s€ nos entreguen por Tesorería. Dios guarde

a Usía muchos a_ños, Santiago y diciembre, 14 de 1817, Pérez.'

Godoy.- Villalón."or

Este Tribunal de Justicia y Apelaciones, perdió su nombre en 1818 bajo el

gobierno de O'Higgins, quien en la Constitución de aquel año le dio la
denominación de Cár:lara de Apelaciones, que básicamente continuó siendo

el mismo Tribunal que a su vez no era más que la antigua Audiencia.

ó2 
En vrr,s.., Au^ru^, Luis, (¡.54), p.,lE.

63 ¡l.¡I¡¡., vot. 3¡t, r.. 17. orrcio dcl Tribural al cobicmo, santiago, 14-xl-1E17.
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VI. L4 ApEl"A,croN EN MATERTA DE GoBTERNo
y L"{ CAMARA DE ApErAcroNEs (1818_1823)

La Constitución Provisoria para el Estado de Chile promulgada en 1818 fue
la prirnera en tratar de manera orgánica a la Judicatura y respecto de ella
establecía un sistema judicial de doble instancia en cuya base se encontraban
los juzgados subalternos y en el grado de alzada la Cámara de Apelaciones,
pero además disponía la creación de un Supremo Tribunal Judiciario, que
conocería de los recursos de segunda suplicación, injusticia notoria y otros
extraordinarios, de los que antiguamente se dirigían al Consejo de Indias.

El Supremo Tribunal Judiciario no se instaló nunca, de tal manera que la
Cámara de Apelaciones pasó a ser el tribunal superior del país. La Cámara
se componía de cuafro ministros, uno de los cuales la presidiría con el nom-
bro de regente y además la integrarían dos fiscales. Esta composición era en
todo semejanto a la que había tenido la antigua Real Audiencia y sólo varió
al d;ctarse la Constitución de 1822 que elevó sus ministros a cinco, es decir,
que con ello su planta era idéntica a la de la audiencia en tiempos de Carlos

r.

La competencia de la Cámara se extendía a todo el país y le tocaba cono-
cer según la Constitución de 1818, de: todo jtticio contencioso entre pa,tes,
aurrque sea gubenntivo, siempre que se haga contenc¡oso, areglá,tdose en todo
lo üspuesto por el derecho. connin y lqtes que octttolnrcnte igen, hnein se
establece Lm nuevo código.u Además se agregaba, q re: Conoce-rs en los recur-
sos de rtrcna co to lo haccn los Audietrcias, y d.espochará los votos cottsultivos
del Gobieno.- Así pues, la Cámara de Apelaciones, en la práctica poseía las
mismas atribuciones, integración y autoridad que la Real Audiencia, y por
ello sus ministros en 1820 le señalaban al Gobierno, que:

"La Cámara, subrogando al antiguo Tribunal de Audiencia, no ha
hecho más que variar de nominación, sin perder alguno de sus pri-
vilegios y prerrogativas, que como_uno de los Tribunales Superiores
ha gozado de tiempo inmémorial."6

Con el establecimiento de la Cámara de Apelaciones, recuperó la Judi
catura chilena su antigua competencia protecto¡a de los vasallos, a través d€
la apelación en materia de gobierno, pues el artículo 15 de Ia Constitución de
1818 prescribía que: La Cónwra conoceró, conto hosta aEú de todo juicio
ettre pafles, aunque sea glbemativo, sientprc Ete se lúga contencioso, es
decir, nuevamente podía liscalizarse jurisdiccionalmente la actuación de los
gobernantes. Las palabras que emplea este a¡tículo encierran la misma idea

& 
En V.ALs.,rc¡.AAvAR¡¡5 Luis, (n.54), p. 63, cap. UI, ¡rt. 15.

6 lbidcm, a¡. 16.

ú A¡thivo N¡cional Ministcrio Intc.io., vol, 1 4, W.39, fE.1Z1-lZ.
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de las lryes de Indias que franqueaban la apelación en materia gubernativa,
pues la frase: aunque sea gubemativo siempre que se haga contencioso, es
prácticamente igual a la de la Recopilación de Indias, que decía qre: en lqs
maleñas de gobiemo que se reducen a justicia...han de adnitirse los apelacio-
nes a sus oudiencias ,bt Esta competencia de la Cámara se mantuvo en la
Constitución de 1822, la que en su artlculo 17ó disponía que: Las atibt ciones
de la Cómara son conocer en las Alzadss de las causos de los juzgado&¡nfutio-
res y de los negocios gubemativos, siempre que se hagan contenciosos.l

A pesar de haber mantenido el texto de 1822 la competencia protectora
de la Cáma¡a a través de la apelación en materia gubernativa, acorde a los
postulados del constitucionalismo también se entregaba al Congreso la
facultad de proteger a los ciudadanos en sus garantías frente a los gobernan-
tes, y al efecto el art.47 de dicha Constitución, señalaba lo siguicnte:

"Corresponde al congreso:
Ne 23. Proteger la libertad de imprenta.
No 27. Amparar la libertad civil y de las propiedades.',6e

La Cámara de Apelaciones, permaneció en funciones hasta el 3l dc
diciernbre de 1823, fecha en la cual se procedió a nombrar ¡xrr el Congreso a
los miembros de la Corte de Apelaciones, que se había creado por la Cons-
titución de 1823, como el tribunal que habrfa de substituirla.

VII. I.A APEIACIoN EN MATERIA DE GoBIERNo Y I.A coNsTmUcIoN DE 1823

La Constitución de 1823 y el Reglamento para la administración de justicia
del año siguiente, dictado en conformidad a la misma Constitución, fueron
los textos legales que organizaron a la Judicatura chilena en los términos que
hoy conocemos. En efecto, en 1823 se estructuró al Poder Judicial con una
Suprema Corte de Justicia, como tri[unal superior del país; las Cortes de
Apelaciones, como tribunales de segunda instancia y los jueces de letras para
la primera.

La Suprerna Co¡te de Justicia se componía de cuatro ministros, un presi-
dente, y un procurador nacional y la Corte de Apelaciones de Santiago, de
cuatro ministros y un regente, señalándose quLe: Progresando Ia pobtación y

:;::;:,'#;i::;nffi::,,!í"+"*^es 
en tos puntos co'lwe'tientes a ta

6? RI. 2.ti.¡¿.

6 E¡ v¡¡¡¡¡c¡,¡Av¡n¡¡, Lui6, (n. 54), p. 89.

69 
roiacm, p. zl.

m 
tbidem, p. t23.
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La Constitución do 1823, cntregó a la Sup¡ema Corte la competencia
protcctora de las garantías individualcs dc los ciudadanos, y al efecto, en su
artículo 116 señalaba que: El Poder tudicial prclcge los derechos ittdividuales
corrlontrc a los pri,rcipios sil{ti¿ntcs, y en su artículo 14ó disponía que era
atribución de la suprema Corle: proteget, lwcar cut¡tplir y reclanrur a los otros
podtres por las garq úqs intlividualcs y judiciules y cn su artículo 151 enco-
mendaba al Procurador gcneral dc la Cr>rlc: Defelder las gurotlías corrstittt-
cionolas vü atlos por las princru:t nwgistrulurus del Esludo y además señalaba
quc cra partc cr la rulanruc¡ón sobrc kts abusos respccto de los pueblos J per

Estas atribucioncs protcctoras de la Cortc Suprema, eran sin pe¡juicio de
las quc se otorgaban al Senxdo, al que sc encomendaba en €l art.38 n.5:

Pr()lcgcr I dtferulcr lus garurúías irttlivitluales cotr espacial reslonsobilida¿. A
cstc cucrpo además se lc conccdía la importante facultad de: Suspender
Dto|tutttincuntctúe los aclos ejccut¡ro.t dcl Dt¡cctorio c/r 4¡¡c sc tccouozca ww
gru*' ¡' pr'ligro.sa n.tttltu, o tiolación dr' lus lr,yr,./l

Nada decía la Constitución dc 11123 respecto al conocimiento jurisdiccio-
nal dc los ncgocios gubernativos; sin cmbargo cl Reglamento para la admi-
nislración de justicia de 1824, cntregaba esta facultad a la Corle de Apelacio-
nes, prácticamentc en los mismos términos que en la época indiana, pues su

articulo 55 prcscribía Io siguicntc:

"No podrá la Corte tomar conocimiento alguno sobre los asuntos
gubcrnalivus, rl económicos. ralvo que se. hicieren conlcnc)iosos. y

vinicren en apelacion de losjuzgados de primera instancia. -

Es decir, podía la Corte de Apelaciones c()nocer por vía de alzada de los

ncgocios gubernativos siemprc que sc hubiercn hecho contenciosos, pero con
una importanto restricción: debía el juicio provenir de un juzgado de primera
instancia, con lo cual se volvía casi inopcrantc esta disposición.

La Conslitución de 1828, no alteró mayormente a la Judicatura y sólo en

esta materia agrcgó como atribución de la Corte Suprema la facultad para:

conoccr de los jtticios que rcsuhen de conttolos celebrudos por a'l Gobicnto, o
pot los agentes de cste en su nontbre.tr Además establecía que se debe¡ía
dictar un nuevo Reglamento de administración de justicia el que jamás llegó
a dictarse, por lo que continuó en vigencia el de 1824.

7l 
lbdem, p. 1lo.

n 
En Bol"rin ,!" t* L"y", y ale las (hdenes )t Dectetos .tel Gobienn,ItarÍiago, lg3g-

?3 
En v^rrn.'o Au^"|A, Luis (n.l), p. 153, an.9ó.

r27
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VItr. LA ApEtAcIoN EN MATERTA DE coBtERNo
Y IA CONSTITUCION DE 1833

La Constitución de 1S33 ma¡tuvo la €st¡uctura de la Judic¿tura chilena y sólo
le dedicó 8 aflculos, uno de los cuales establecla qu,e: Una ley especial deter-
minará Ia oryanización y atibuciones ü todos los uibunales y juzgados que

fueren necesarios pam la pmnkt y cumplida administración de justicia en todo
el tenitoio de la Repiblica.'' Esta l,ey sólo vino a dictarse en 1875, por lo
que hasta dicha época se entendió vigente el Reglamento de 1824.

Sin embargo, la Constitución de 1833, significó ¡educir la competencia
protectora de la Judicatura con la creación del Consejo de Estado, al que
atribuyó la facultad dei rcsolvet lss üsputas que se suscitaren sob¡g contalos o
negociaciones celebmdas por el Gobiemo Supremo y sus ogentes,/) y al señalar
como deber de la Comisión Conservadora: Velar sobre la obsenancia de la
Constiución y de las leyes. Diigi al Presidente de la República las representa-

ciones convenientes a este efecto; y no basta,tdo las pinteryry, 16 reilerqni
segtuda vez. de cuya otnisión se haró responsable al Congreso.'o

Así pues, con la consolidación del Estado Constitucional en Chile desde
la Constitución de 1833, la antigua competencia protectora de los Tribunales
de Justicia queda grandemente menguada, pues dichas facuhades se le atri
buyen o al Consejo de Estado o a la Comisión Conservadora.

IX. IA APEIACION EN MATERJA DE COBIERNO Y t¡' LEY DE ORGAI.'IZACION
Y ATRIBUCIoNES DE Los TRIBUNALFS DE 1.875

La dictación de la lry de 1875, en conformidad a la Constitución de 1833

significó la pérdida de las escasas competencias protectoras de Ia judicatura
respecto de los actos gubernativoq pues a partir de ella se la restringió a la
simple administración de justicia entre partes. El artículo de dicha ley que
significó esta reducción fue el número 4, que rezaba lo siguiente:

"Es prohibido al poder judicial mezclarse en las atribuciones de
otros poderes públicos y en general ejercer olras funciones que las

dete¡minadas en los artículos precedentes."//

74 laidljn,p. tn-118.

75 tbid"..
76 lbid.,n.

n t"y ¿c Ogar¡r*ln t Añbtcion¿t & tos Tibur¿r.r, 1&75, .n BALIrsI8soo, Man¡¡cl Egdio,
lA 14 .t úganiz^ción y Atibncioncs dc lu Tríbuwlcs de C,itirr, S.¡t¡ago, 1890, T. f , p. 19.
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En el Proyecto original del señor Vargas Fontecilla, se mantenfa algo de
la antigua competencia gubernativa contenciosa de la Judicatura, pues en su
artículo 3 se establecfa qu€:

"El poder judicial no podrá mezclarse en materias gubernativas, ni
entorpecor de ningún modo las operaciones de funciona¡ios de esta
clase,
Se entienden por materias gubernativas, todas aquellas sobre las
cuales se ejercen las atribulaciones que, según la Constitución y las
l,eyes del Estado, corresponden al Supremo Gobierno y sus agentes.
Con todo, estarán sujetas al conocimiento de los tribunales de justi-
cia las contiendas en que figuran como parte el lisco, las municipali-
dades o cualesquiera otras corporaciones o fundaciones de derecho
público, siempre que en dichas contiendas sólo se trate de obtener la
declaración de un derecho o la aplicación de las leyes a hechos
dete¡minados."ft

La Comisión ¡evisora en sesión del 30 de julio de L8ó9 se ocupó de este
artfculo y lo desechó y finalmente en la sesión del 19 de agosto de 1.870 fue
aprobado en su redacción definitiva a propuesta del señor Hunneeus. Sin
embargo en la Cámara de Diputados fue objeto de una interesante discusión,

En efecto, los diputados Fabres, Letelier y Santa María califica¡on este
artlculo como pernicioso y peligroso, pues dejaba sin amparo los derechos de
los ciudadanos, si se le daba en la práctica toda la amplitud a que por sus
términos se prestaba, ya que parecía que por él se prohibía hasta reclamar
contra la usurpación que otros poderes hicieran al judicial y además era con-
rario al art. 116 de la Constitución de 18Zl que señalaba que el poder judi-
cial protegerla los derechos individuales. Por ello el üputado Domingo Santa
María pronunció el siguiente discurso en la Cámara el 3 de septiembre de
L874:

"Esa Constitución (la del 23), al encargar al poder judicial la protec-
ción de los derechos individuales, consignaba una disposición indis-
pensable, desde que es menester que los ciudadanos cuenten con
una verdadera garantía para el caso de ser atro¡rlladas por las auto-
ridades a pretexto de medidas administrativas. El celo indiscreto o la
ojeriza disimulada, no sólo de un intcndentc o de un gobernador,
sino de un subdelegado, puede poner en conflicto la propiedad par-
ticular y producir un verdadero despojo.
I¿ apertura de un camino, la construcción de una escuela y otras
medidas de esta especic que entra¡r en la c,sfe¡a administrativa, pue-
den causa¡ un vejamen y un atropellq y no ser muchas veccs más
que un escudo para cometerlos. Para tales situacioncs, que no son

T tbidcñ, p. 21.
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raras, sino frecuentes, el proyecto no sólo no franquea ningfrn arbi-
triq sino que lejos de eso, consigna el art. 4, que servirá para inhabi-
lita¡ la acción de la justicia?ü para ncgarle su competencia aun en los
casos de despojo violento.

Los temores de estos tres diputados se concretaron, pues la interpreta-
ción de dicho afículo dada por las Cortes de Apelaciones y la Corte
Suprema en forma c¿si unánime y por mucho tiempo, significó inhibi¡ a la
Judicatu¡a de todo conocimiento de lo llamado "contencioso-administrativo."

Asl un juicio seguido en La Se¡ena por un vecino, que pretendía derecho
para entrar en la casa contigua a la suya a fin de inspeccionar y hacer la lim-
pia de acequia que atravesaba ambos predios, la Corte de Apelaciones
decla¡ó en 1881 nula la resolución judicial que daba lugar a estas peticiones,
fundándose: 1. en que se trataba de Ia linrpia de wu acequia de la ciuda{ Io
cual era materia de policla odrninistmtiva: 3. at qrc según el ert. 4 de la ley de
15 de octubrc de 1875, es proltibido al Poder ludicial mezclarce e¡t las atribu-
ciones de otros poderes púiticos.u

lbidcú,p.2-4.

lbidcn, p. ,m-41.
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